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LEY 10/12010 DE PREVENCIÓN DEL BLANQUEO DE CAPITALES Y 
FINANCIACIÓN DEL TERRORISMO 
 
 
 
OBJETIVOS LEY 10/2010:  
 
•  Transponer la Directiva 2005/60/CE, relativa a la prevención de la 


utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales y para la 
financiación del terrorismo, desarrollada por la Directiva 2006/70/CE, en 
lo relativo a la definición de «personas del medio político» (personas con 
responsabilidad pública) y los criterios técnicos aplicables en los 
procedimientos simplificados de diligencia debida con respecto al cliente, 
así como en lo que atañe a la exención por razones de actividad 
financiera ocasional o muy limitada. 


 
 
 
 
•  Establecer el régimen sancionador del Reglamento (CE) Nº 1781/2006 del 


Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de noviembre de 2006, relativo 
a la información sobre los ordenantes que acompaña a las transferencias 
de fondos. 


 
•  Unifica los regímenes de prevención del blanqueo de capitales y de la 


financiación del terrorismo, poniendo fin a la dispersión actual.  
 
OBJETO DE LA LEY 10/2010:  
 
Proteger la integridad del sistema financiero y de otros sectores de 
actividad económica mediante el establecimiento de obligaciones de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.  
 
El art.1.2  detalla las actividades que se consideran de blanqueo de 
capitales. 
El art.1.3 define lo que se entiende por financiación del terrorismo. 
 
______________________________________________________________________ 
 
Entrada en vigor LEY 10/2010 el 30-04-2010,  
 
Plazo desarrollo reglamentario Ley 10/2010: 1 año. Mientras, subsiste el RD 
925/1995 y sus normas de desarrollo, en cuanto no resulten incompatibles 
(DT Primera y DF Quinta Ley 10/2010)  
 
 








1. Objeto, definiciones y ámbito de aplicación. 
 
1. La presente Ley tiene por objeto la protección de la integridad del sistema 


financiero y de otros sectores de actividad económica mediante el 
establecimiento de obligaciones de prevención del blanqueo de capitales y 
de la financiación del terrorismo. 


2. A los efectos de la presente Ley, se considerarán blanqueo de capitales las 
siguientes actividades: 


 
a) La conversión o la transferencia de bienes, a sabiendas de que dichos 
bienes proceden de una actividad delictiva o de la participación en una 
actividad delictiva, con el propósito de ocultar o encubrir el origen ilícito de 
los bienes o de ayudar a personas que estén implicadas a eludir las 
consecuencias jurídicas de sus actos. 


 
b) La ocultación o el encubrimiento de la naturaleza, el origen, la 
localización, la disposición, el movimiento o la propiedad real de bienes o 
derechos sobre bienes, a sabiendas de que dichos bienes proceden de una 
actividad delictiva o de la participación en una actividad delictiva. 


 
c) La adquisición, posesión o utilización de bienes, a sabiendas, en el 
momento de la recepción de los mismos, de que proceden de una actividad 
delictiva o de la participación en una actividad delictiva. 


 
d) La participación en alguna de las actividades mencionadas en las letras 
anteriores, la asociación para cometer este tipo de actos, las tentativas de 
perpetrarlas y el hecho de ayudar, instigar o aconsejar a alguien para 
realizarlas o facilitar su ejecución. 
 


Existirá blanqueo de capitales aun cuando las conductas descritas en las letras 
precedentes sean realizadas por la persona o personas que cometieron la 
actividad delictiva que haya generado los bienes. 
 
A los efectos de esta Ley se entenderá por bienes procedentes de una 
actividad delictiva todo tipo de activos cuya adquisición o posesión tenga su 
origen en un delito, tanto materiales como inmateriales, muebles o inmuebles, 
tangibles o intangibles, así como los documentos o instrumentos jurídicos con 
independencia de su forma, incluidas la electrónica o la digital, que acrediten 
la propiedad de dichos activos o un derecho sobre los mismos, con inclusión de 
la cuota defraudada en el caso de los delitos contra la Hacienda Pública. 
Se considerará que hay blanqueo de capitales aun cuando las actividades que 
hayan generado los bienes se hubieran desarrollado en el territorio de otro 
Estado. 
 
3. A los efectos de la presente Ley, se entenderá por financiación del 


terrorismo el suministro, el depósito, la distribución o la recogida de fondos 







o bienes, por cualquier medio, de forma directa o indirecta, con la intención 
de utilizarlos o con el conocimiento de que serán utilizados, íntegramente o 
en parte, para la comisión de cualquiera de los delitos de terrorismo 
tipificados en el Código Penal. 


Se considerará que existe financiación del terrorismo aun cuando el suministro 
o la recogida de fondos o bienes se hayan desarrollado en el territorio de otro 
Estado. 
 
4. A los efectos de esta Ley y sin perjuicio de lo establecido en la Disposición 


adicional se considerarán países terceros equivalentes aquellos Estados, 
territorios o jurisdicciones que, por establecer requisitos equivalentes a los 
de la legislación española, se determinen por la Comisión de Prevención del 
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias. 


La calificación como país tercero equivalente de un Estado, territorio o 
jurisdicción se entenderá en todo caso sin efecto retroactivo. 
 
 








Artículo 2. Sujetos obligados. 
 
1. La presente Ley será de aplicación a los siguientes sujetos obligados: 
 
a) Las entidades de crédito. 
 
b) Las entidades aseguradoras autorizadas para operar en el ramo de vida y 
los corredores de seguros cuando actúen en relación con seguros de vida u 
otros servicios relacionados con inversiones, con las excepciones que se 
establezcan reglamentariamente. 
 
c) Las empresas de servicios de inversión. 
 
d) Las sociedades gestoras de instituciones de inversión colectiva y las 
sociedades de inversión cuya gestión no esté encomendada a una sociedad 
gestora. 
 
e) Las entidades gestoras de fondos de pensiones. 
 
f) Las sociedades gestoras de entidades de capital-riesgo y las sociedades de 
capital-riesgo cuya gestión no esté encomendada a una sociedad gestora. 
 
g) Las sociedades de garantía recíproca. 
 
h) Las entidades de pago. 
 
i) Las personas que ejerzan profesionalmente actividades de cambio de 
moneda. 
 
j) Los servicios postales respecto de las actividades de giro o transferencia. 
 
k) Las personas dedicadas profesionalmente a la intermediación en la 
concesión de préstamos o créditos, así como las personas que, sin haber 
obtenido autorización como establecimientos financieros de crédito, 
desarrollen profesionalmente alguna de las actividades a que se refiere la 
Disposición adicional primera de la Ley 3/1994, de 14 de abril, por la que se 
adapta la legislación española en materia de Entidades de Crédito a la 
Segunda Directiva de Coordinación Bancaria y se introducen otras 
modificaciones relativas al Sistema Financiero. 
 
l) Los promotores inmobiliarios y quienes ejerzan profesionalmente 
actividades de agencia, comisión o intermediación en la compraventa de 
bienes inmuebles. 
 
m) Los auditores de cuentas, contables externos o asesores fiscales. 
 







n) Los notarios y los registradores de la propiedad, mercantiles y de bienes 
muebles. 
 
ñ) Los abogados, procuradores u otros profesionales independientes cuando 
participen en la concepción, realización o asesoramiento de operaciones por 
cuenta de clientes relativas a la compraventa de bienes inmuebles o entidades 
comerciales, la gestión de fondos, valores u otros activos, la apertura o gestión 
de cuentas corrientes, cuentas de ahorros o cuentas de valores, la organización 
de las aportaciones necesarias para la creación, el funcionamiento o la gestión 
de empresas o la creación, el funcionamiento o la gestión de fideicomisos 
(«trusts»), sociedades o estructuras análogas, o cuando actúen por cuenta de 
clientes en cualquier operación financiera o inmobiliaria. 
 
o) Las personas que con carácter profesional y con arreglo a la normativa 
específica que en cada caso sea aplicable presten los siguientes servicios a 
terceros: constituir sociedades u otras personas jurídicas; ejercer funciones de 
dirección o secretaría de una sociedad, socio de una asociación o funciones 
similares en relación con otras personas jurídicas o disponer que otra persona 
ejerza dichas funciones; facilitar un domicilio social o una dirección comercial, 
postal, administrativa y otros servicios afines a una sociedad, una asociación o 
cualquier otro instrumento o persona jurídicos; ejercer funciones de 
fideicomisario en un fideicomiso («trust») expreso o instrumento jurídico 
similar o disponer que otra persona ejerza dichas funciones; o ejercer 
funciones de accionista por cuenta de otra persona, exceptuando las 
sociedades que coticen en un mercado regulado y estén sujetas a requisitos de 
información conformes con el derecho comunitario o a normas internacionales 
equivalentes, o disponer que otra persona ejerza dichas funciones. 
 
p) Los casinos de juego. 
 
q) Las personas que comercien profesionalmente con joyas, piedras o metales 
preciosos. 
 
r) Las personas que comercien profesionalmente con objetos de arte o 
antigüedades. 
 
s) Las personas que ejerzan profesionalmente las actividades a que se refiere el 
artículo 1 de la Ley 43/2007, de 13 de diciembre, de protección de los 
consumidores en la contratación de bienes con oferta de restitución del 
precio. 
  
 Ley  43/2007:  Artículo 1.


1. Esta Ley es de aplicación a las relaciones jurídicas con los consumidores y usuarios de las 
personas físicas o jurídicas que, en el ejercicio de una actividad empresarial o profesional no 
regulada por la legislación financiera, comercializan bienes con oferta de restitución posterior, 
en uno o varios pagos, de todo o parte del precio pagado por el consumidor o una cantidad 
equivalente, con o sin promesa de revalorización de este importe. 


 Ámbito de aplicación. 







En particular, quedan sometidos al ámbito de aplicación de esta Ley las relaciones jurídicas 
con los consumidores y usuarios de las personas físicas o jurídicas que, en el ejercicio de una 
actividad empresarial o profesional: 


a. Comercializan bienes mediante contratos de mandato de compra y venta de bienes y 
otros contratos que permitan realizar esta actividad, percibiendo el precio de 
adquisición de los mismos o una comisión y comprometiéndose a enajenarlos por 
cuenta del consumidor entregando a éste, en varios o en un único pago, el importe 
de su venta o una cantidad para el supuesto de que no halle un tercero adquirente de 
los bienes en la fecha pactada. 


b. Comercializan bienes mediante los contratos indicados en el párrafo anterior con 
ofrecimiento de revalorización, o en su caso, con garantía de restitución del precio de 
adquisición o cualquier otro importe. 


2. Los bienes a que se refiere el apartado anterior son sellos, obras de arte, antigüedades, 
joyas, árboles, bosques naturales, animales en todo caso y asimismo aquellos otros bienes 
susceptibles de ser objeto de la actividad descrita en el apartado anterior. 


3. A los efectos de esta Ley, son consumidores o usuarios las personas físicas o jurídicas que 
adquieren, utilizan o disfrutan como destinatarios finales, bienes muebles o inmuebles, 
productos, servicios, actividades o funciones, cualquiera que sea la naturaleza pública o 
privada, individual o colectiva de quienes los producen, facilitan, suministran o expiden. 


No tendrán la consideración de consumidores o usuarios quienes sin constituirse en 
destinatarios finales, adquieran, almacenen, utilicen o consuman bienes o servicios, con el fin 
de integrarlos en procesos de producción, transformación, comercialización o prestación a 
terceros. 


4. Lo dispuesto en esta Ley será de aplicación a los empresarios o profesionales que operen 
mediante establecimiento permanente situado en territorio español o establecidos en España, 
así como a los empresarios o profesionales establecidos en otro Estado, cuando el consumidor 
con el que se entabla la relación esté domiciliado en España. 


 
 
t) Las personas que ejerzan actividades de depósito, custodia o transporte 
profesional de fondos o medios de pago. 
 
u) Las personas responsables de la gestión, explotación y comercialización de 
loterías u otros juegos de azar respecto de las operaciones de pago de 
premios. 
 
v) Las personas físicas que realicen movimientos de medios de pago, en los 
términos establecidos en el artículo 34. 
 
w) Las personas que comercien profesionalmente con bienes, en los términos 
establecidos en el artículo 38. 
 
x) Las fundaciones y asociaciones, en los términos establecidos en el artículo 
39. 
 
y) Los gestores de sistemas de pago y de compensación y liquidación de 
valores y productos financieros derivados, así como los gestores de tarjetas de 







crédito o debito emitidas por otras entidades, en los términos establecidos en 
el artículo 40. 
 
Se entenderán sujetas a la presente Ley las personas o entidades no residentes 
que, a través de sucursales o agentes o mediante prestación de servicios sin 
establecimiento permanente, desarrollen en España actividades de igual 
naturaleza a las de las personas o entidades citadas en los párrafos anteriores. 
 
2. Tienen la consideración de sujetos obligados las personas físicas o jurídicas 


que desarrollen las actividades mencionadas en el apartado precedente. No 
obstante, cuando las personas físicas actúen en calidad de empleados de 
una persona jurídica, o le presten servicios permanentes o esporádicos, las 
obligaciones impuestas por esta Ley recaerán sobre dicha persona jurídica 
respecto de los servicios prestados. 


 
Los sujetos obligados quedarán, asimismo, sometidos a las obligaciones 
establecidas en la presente Ley respecto de las operaciones realizadas a través 
de agentes u otras personas que actúen como mediadores o intermediarios de 
aquéllos. 
 
3. Reglamentariamente podrán excluirse aquellas personas que realicen 


actividades financieras con carácter ocasional o de manera muy limitada 
cuando exista escaso riesgo de blanqueo de capitales o de financiación del 
terrorismo. 


4. A los efectos de esta Ley se considerarán entidades financieras los sujetos 
obligados mencionados en las letras a) a i) del apartado 1 de este artículo. 


 
 







 








MEDIDAS NORMALES DE DILIGENCIA DEBIDA (Capítulo II. Sección 1ª. Art.3 a 6) 
 
•  Identificación formal (Art.3) 
 


Los sujetos obligados identificarán a cuantas personas físicas o jurídicas 
pretendan establecer relaciones de negocio o intervenir en cualesquiera 
operaciones. 
La comprobación se hará previamente y mediante documentos fehacientes 
(Art.3.2) 


 
Provisionalmente, si no hay elementos de riesgo en la operación, se podrá 
contemplar lo establecido en el art.12 para las relaciones y operaciones no 
presenciales, debiendo aportar físicamente el documento fehaciente en un 
mes. (Art.3.2) 


 
Se determinará reglamentariamente qué documentos deben de reputarse 
fehacientes a estos efectos. (Art.3.2) 


 
•  Identificación del titular real (Art.4) 
 


Los sujetos obligados identificarán, con carácter previo, al titular real. 
 


Los sujetos obligados recabarán información de los clientes para determinar 
si éstos actúan por cuenta propia o de terceros. Cuando existan indicios o 
certeza de que los clientes no actúan por cuenta propia, los sujetos 
obligados recabarán la información precisa a fin de conocer la identidad de 
las personas por cuenta de las cuales actúan aquéllos. 
 
Adoptarán medidas adecuadas al efecto de determinar la estructura de 
propiedad o de control de las personas jurídicas. En caso de no poder 
determinar no se podrá actuar (Art.4.4) 


 
La prohibición no será aplicable a la conversión de los títulos al portador en 
títulos nominativos o en anotaciones en cuenta. (Art.4.4) 
 
Régimen transitorio (DT Sexta). Régimen de la instrumentación de 
compromisos por pensiones de entidades cuyas acciones sean al portador. A 
los efectos de lo dispuesto en el artículo 4.4, los contratos de seguro colectivo 
y planes de pensiones formalizados antes de 30-04-2010  que instrumenten 
compromisos por pensiones de las empresas en cumplimiento de lo dispuesto 
en la DA  primera del TR  Ley de regulación de los planes y fondos de pensione 
(RD Leg 1/2002), conservarán su vigencia para la instrumentación de dichos 
compromisos. 
 
•  Propósito e índole de la relación de negocios (Art.5) 
  







Los sujetos obligados obtendrán información sobre el propósito e índole de 
la relación de negocios.  
Recabarán de sus clientes información sobre la naturaleza de su actividad 
profesional o empresarial e intentarán comprobar su veracidad.  


 
•  Los sujetos obligados realizarán un seguimiento continuo de la relación de 


negocios (Art.6) 
 
•  Aplicación por terceros de las medidas normales de diligencia debida (Art.8) 
 
Los sujetos obligados podrán recurrir a terceros sometidos a la presente Ley 
para la aplicación de estas medidas, con excepción del seguimiento continuo 
de la relación de negocios. 
 
 







 








APLICACIÓN MEDIDAS DE DILIGENCIA DEBIDA (Capítulo II. Art.7) 
 
•  Aplicación  medidas diligencia normales (Art.7.1) 
 
Los sujetos obligados podrán determinar la aplicación con mayor o menor 
flexibilidad las medidas normales de diligencia del art.4 a 6, en función del 
riesgo y dependiendo del tipo de cliente, relación de negocios, producto u 
operación. 
Los sujetos obligados deberán estar en condiciones de demostrar a las 
autoridades competentes que las medidas adoptadas tienen el alcance 
adecuado (previo análisis de riesgo por escrito) 
 
•  Aplicación medidas de diligencia del capítulo II  
 
Todas las medidas de diligencia del capítulo II se aplicarán a los nuevos 
clientes, sino también a los clientes  existentes (Art.7.2) (Transitoria Séptima. 
los sujetos obligados aplicarán a todos sus clientes existentes las medidas de 
diligencia debida establecidas en el Capítulo II en un plazo máximo de cinco 
años, contados a partir de la entrada en vigor de la presente Ley) 
 
La negativa a establecer relaciones de negocio o a ejecutar operaciones o la 
terminación de la relación de negocios por imposibilidad de aplicar las 
medidas de diligencia debida previstas en esta Ley no conllevará, salvo que 
medie enriquecimiento injusto, ningún tipo de responsabilidad para los 
sujetos obligados (Art.7.3) 
 
Los sujetos obligados aplicarán las medidas de diligencia debida establecidas 
en el Capítulo II a los fideicomisos («trusts») u otros instrumentos jurídicos o 
masas patrimoniales que, no obstante carecer de personalidad jurídica, 
puedan actuar en el tráfico económico. 
 
•  Identificaciones y comprobaciones en los casinos de juego (Art.7.5)  








MEDIDAS SIMPLIFICADAS DE DILIGENCIA DEBIDA (Capítulo II. Sección 2ª. Art.9 
y10) 
 
•  Clientes a los que no es obligatorio aplicar las medidas normales de 


diligencia debida (Art.3.2, 4, 5 y 6): 
 


a) Las entidades de derecho público de Estados miembros UE o países 
terceros equivalentes 
b) Las entidades financieras domiciliadas en la UE o países terceros 
equivalentes ya supervisadas 
c) Las sociedades con cotización en bolsa valores negociados en mercado 
regulado de la UE o países terceros equivalentes 
d) Los que determine una orden del Ministro de Economía y Hacienda. 


 
•  Operaciones a los que no es obligatorio aplicar las medidas normales de 


diligencia debida (Art.3.2, 4, 5 y 6): 
 


a) Las pólizas de seguro de vida cuya prima anual no exceda de 1.000 euros 
o cuya prima única no exceda de 2.500 euros, salvo que se aprecie 
fraccionamiento de la operación. 
b) Los instrumentos de previsión social complementaria enumerados en el 
art.51 Ley 35/2006 del IRPF, siempre y cuando la liquidez se encuentre 
limitada a los supuestos contemplados en la normativa de planes y fondos 
de pensiones y no puedan servir de garantía para un préstamo. 
c) Los seguros colectivos que instrumenten compromisos por pensiones de la 
DA primera del Texto Refundido de la Ley de Regulación de los Planes y 
Fondos de Pensiones, aprobado por RD Leg 1/2002, siempre que cumplan 
determinados requisitos. los siguientes requisitos. 
d) El dinero electrónico, en los términos que se determinen 
reglamentariamente. 


 
Reglamentariamente podrá autorizarse la no aplicación de todas o algunas de 
las medidas de diligencia debida en relación con aquellas operaciones que no 
excedan un umbral cuantitativo, bien singular, bien acumulado por periodos 
temporales, que, con carácter general, no superará los 1.000 euros. 
 
En particular, podrá autorizarse la aplicación de medidas simplificadas de 
diligencia debida, en los términos que reglamentariamente se determinen, en 
las pólizas del ramo de vida que garanticen exclusivamente el riesgo de 
fallecimiento, incluidas las que contemplen además garantías 
complementarias de indemnización pecuniarias por invalidez permanente o 
parcial, total o absoluta o incapacidad temporal. 
 
Los sujetos obligados deberán reunir en todo caso la información suficiente 
para determinar si resultan aplicables las excepciones previstas en este 
artículo 








MEDIDAS REFORZADAS DILIGENCIA DEBIDA (Capítulo II. Sección 3ªª. Art.11 a 16) 
 
•  Medida reforzadas Art.11): 
 
Los sujetos obligados aplicará las medidas normales más medidas reforzadas 
en los supuestos de la sección 3ª y en los que presenten un alto riesgo de 
blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo (que se determinarán 
reglamentariamente). 
 
Son de especial riesgo la actividad de banca privada, los servicios de envío de 
dinero y las operaciones de cambio de moneda extranjera. 
 
 
•  Relaciones de negocios y operaciones no presenciales ( Art.12) 
 
Los sujetos obligados podrán establecer relaciones de negocio o ejecutar 
operaciones a través de medios telefónicos, electrónicos o telemáticos con 
clientes que no se encuentren físicamente presentes, siempre que concurra  
alguna de estas circunstancias:  
 


a) Que la identidad del cliente quede acreditada (normativa firma 
electrónica). 
b) Que el primer ingreso proceda de una cuenta a nombre del mismo 
cliente abierta en entidad domiciliada en España, UE o países terceros 
equivalentes.  
c) que se verifiquen los requisitos fijados reglamentariamente. 


 
Obtener la copia de los documentos en el plazo de 1 mes desde que se 
establece la relación. 
 
 
 
•  Medidas reforzadas para personas con responsabilidad pública (Art.14) 
 
Personas con responsabilidad pública: aquellas personas físicas que 
desempeñen o hayan desempeñado funciones públicas importantes en otros 
Estados miembros de la UE o en terceros países, así como sus familiares más 
próximos y personas reconocidas como allegados, salvo excepciones 
reglamentarias.  
 


se entenderá por personas físicas que desempeñen o hayan 
desempeñado funciones públicas importantes: los jefes de Estado, jefes 
de Gobierno, ministros, secretarios de Estado o subsecretarios; los 
parlamentarios; los magistrados de tribunales supremos, tribunales 
constitucionales u otras altas instancias judiciales cuyas decisiones no 
admitan normalmente recurso, salvo en circunstancias excepcionales, 







con inclusión de los miembros equivalentes del Ministerio Fiscal; los 
miembros de tribunales de cuentas o de consejos de bancos centrales; 
los embajadores y encargados de negocios; el alto personal militar de 
las Fuerzas Armadas; y los miembros de los órganos de administración, 
de gestión o de supervisión de empresas de titularidad pública. 


 
•  Productos u operaciones propicias al anonimato y nuevos desarrollos 


tecnológicos (Art.16) 
 
Los sujetos obligados prestarán especial atención a todo riesgo de blanqueo 
de capitales o de financiación del terrorismo que pueda derivarse de 
productos u operaciones propicias al anonimato, o de nuevos desarrollos 
tecnológicos, y tomarán medidas adecuadas a fin de impedir su uso para fines 
de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo. 
En tales casos, los sujetos obligados efectuarán un análisis específico de los 
posibles riesgos en relación con el blanqueo de capitales o la financiación del 
terrorismo, que deberá documentarse y estar a disposición de las autoridades 
competentes 








OBLIGACIONES DE INFORMACIÓN (Capítulo III. Art.17 a 25) 
 
•  Examen especial (Art.17) 
 
Los sujetos obligados examinarán con especial atención toda operación o 
pauta de comportamiento compleja, inusual o sin un propósito económico o 
lícito aparente, o que presente indicios de simulación o fraude. 
 
•  Comunicación de los indicios (Art.18) 
 
Los sujetos obligados comunicarán, por iniciativa propia, al Servicio Ejecutivo 
de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias.  
Las comunicaciones se harán sin dilación y con el contenido mínimo de este 
art.18, precedidas del examen especial.  
 
En el caso de operaciones meramente intentadas, el sujeto obligado registrará 
la operación como no ejecutada, comunicando al Servicio Ejecutivo de la 
Comisión la información que se haya podido obtener. 
 
Los directivos o empleados de los sujetos obligados podrán hacer la 
comunicación, si el sujeto obligado omitió la comunicación. 
 
•  Abstención de ejecución (Art.19) 
 
Cuando dicha abstención no sea posible o pueda dificultar la investigación, los 
sujetos obligados podrán ejecutar la operación, efectuando inmediatamente 
la comunicación del art.18  añadiendo los  motivos que justificaron la 
ejecución de la operación. 
 
Se entenderá por justa causa que motive la negativa a la autorización del 
notario o su deber de abstención la presencia en la operación bien de varios 
indicadores de riesgo de los señalados por el órgano centralizado de 
prevención o bien de indicio manifiesto de simulación o fraude de ley. Para 
ello, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 24 (prohibición de 
revelación), el notario recabará del cliente los datos precisos para valorar la 
concurrencia de tales indicadores o circunstancias en la operación. 
 
Respecto de los registradores, la obligación de abstención en ningún caso 
impedirá la inscripción del acto o negocio jurídico en los registros de la 
propiedad, mercantil o de bienes muebles. 
 
•  Comunicación sistemática (Art.20) 
 
Habrá una comunicación sistemática de las operaciones que se determinen 
reglamentariamente o de la ausencia de las mismas. 







Cuando las operaciones sujetas a comunicación sistemática presenten indicios 
o certeza de estar relacionadas con el blanqueo de capitales o la financiación 
del terrorismo, se estará también al examen especial, comunicación de indicios 
y abstención.  
 
•  Colaboración con la Comisión de Prevención (Art.21) 
 
Los sujetos pasivos deberán atender los requerimientos de información.  
 
•  No sujeción abogados (Art.22) 
 
Los abogados no estarán sometidos a las obligaciones establecidas en los 
art.7.3 (no operar o no negociar por no poder aplicar medidas), 18 
(comunicación de indicios) y 21 (colaboración) con respecto a la información 
que reciban de uno de sus clientes u obtengan sobre él, al determinar la 
posición jurídica en favor de su cliente o desempeñar su misión de defender a 
dicho cliente en procesos judiciales o en relación con ellos, incluido el 
asesoramiento sobre la incoación o la forma de evitar un proceso, 
independientemente de si han recibido u obtenido dicha información antes, 
durante o después de tales procesos. 
Sin perjuicio de lo establecido en la presente Ley, los abogados guardarán el 
deber de secreto profesional de conformidad con la legislación vigente. 
 
•  Exención de responsabilidad (Art.23) 
 
La comunicación de buena fe de información a las autoridades competentes 
con arreglo a la presente Ley no implicará para los sujetos obligados, sus 
directivos o empleados ningún tipo de responsabilidad. 
 
•  Prohibición de revelación (Art.24) 
 
Los sujetos obligados y sus directivos o empleados no revelarán al cliente ni a 
terceros que se ha comunicado información al Servicio Ejecutivo de la 
Comisión, o que puede examinarse alguna operación, salvo excepciones. 
 
•  Conservación de documentos (Art.25) 
 
Los sujetos obligados conservarán durante un período mínimo de 10 años la 
documentación en que se formalice el cumplimiento de las obligaciones 
establecidas en la presente Ley. 
 
En particular, conservarán: 
 


a) Copia de los documentos exigibles en aplicación de las medidas de 
diligencia debida, durante un periodo mínimo de 10 años desde la 
terminación de la relación de negocios o la ejecución de la operación. 



http://www.iuriscivilis.com/2008/11/el-deber-de-secreto-profesional-de-los.html�





b) Original o copia con fuerza probatoria de los documentos o registros que 
acrediten adecuadamente las operaciones, los intervinientes en las mismas y 
las relaciones de negocio, durante un periodo mínimo de 10 años desde la 
ejecución de la operación o la terminación de la relación de negocios. 


 
Almacenarán las copias de los documentos de identificación formal en 
soportes ópticos, magnéticos o electrónicos que garanticen su integridad, la 
correcta lectura de los datos, la imposibilidad de manipulación y su adecuada 
conservación y localización, salvo excepciones reglamentarias. 
 
DF Séptima. Entrada en vigor: la obligación de almacenar las copias de los 
documentos de identificación en soportes ópticos, magnéticos o electrónicos, 
establecida en el artículo 25.2 entrará en vigor a los 2 años de la publicación 
en el BOE (29-04-2012) 








MEDIDAS DE CONTROL INTERNO (Capítulo IV. Art.26 a 33) 
 
Los sujetos obligados adoptarán, entre otras, las siguientes medidas, salvo que 
estén exceptuados reglamentariamente: 
 
•  Aplicarán políticas y procedimientos adecuados en materia de diligencia 


debida, información, conservación de documentos, control interno, 
evaluación y gestión de riesgos. 


 
•  Aprobarán por escrito y aplicarán una política expresa de admisión de 


clientes. Cuando exista un órgano centralizado de prevención de las 
profesiones colegiadas sujetas a la presente Ley (Art.27), lo hará él. 


 
•  Designarán como representante ante el Servicio Ejecutivo de la Comisión a 


una persona que ejerza cargo de administración o dirección de la sociedad. 
En el caso de empresarios o profesionales individuales lo será el titular de la 
actividad.  


 
•  Establecerán un órgano adecuado de control interno responsable de la 


aplicación de estas políticas y procedimientos.  
 
•  Aprobar un manual adecuado de prevención sobre la materia, con 


información completa sobre las medidas de control interno referidas. 
 
•  Formar a sus empleados (Art.29). Habrá cursos específicos y un plan anual.  
 
 
•  Se mantendrá la confidencialidad del empleado, directivo o agente que 


hayan realizado una comunicación a los órganos de control interno (Art.30) 
 
•  Las medidas de control interno serán objeto de examen anual por un 


experto externo que redactará un informe por escrito donde valorará las 
medidas de control interno y propondrá, en su caso, eventuales 
rectificaciones o mejoras. En los 2 años sucesivos basta el informe de 
seguimiento emitido por el experto. Modelos por Orden. Esta obligación no 
será exigible a los empresarios o profesionales individuales (Art.28) 


 
 
Órganos centralizados de prevención de las profesiones colegiadas (Art.27) 
 
•  Mediante Orden del Ministro de Economía y Hacienda podrá acordarse la 


constitución de órganos centralizados de prevención de las profesiones 
colegiadas sujetas a la Ley. 


•   S u función será la de intensificar y canalizar la colaboración de las 
profesiones colegiadas con las autoridades judiciales, policiales y 







administrativas responsables, sin perjuicio de la responsabilidad directa de 
los profesionales incorporados como sujetos obligados.  


•  La incorporación de los sujetos obligados a estos órganos centralizados será 
voluntaria, salvo para los notarios y los registradores, que será obligatoria. 


•  Los órganos centralizados de prevención serán los encargados del 
tratamiento de estos datos (Art.32.4) 


 
 
Protección de datos de carácter personal (Art.32) 
 
•  La regla general: aplicación LO 15/19999 y su normativa de desarrollo. 
•  No se requerirá el consentimiento del interesado para las obligaciones de 


información y las comunicaciones de datos del Capítulo III. 
•  Serán de aplicación a los ficheros a los que se refiere este artículo las 


medidas de seguridad de nivel alto previstas en la normativa de protección 
de datos de carácter personal. 








MEDIOS DE PAGO (Capítulo V) 
 
OBLIGACIÓN PERSONAL DE DECLARAR (Art.34.1) 
 
Deberán presentar declaración previa las personas físicas que, actuando por 
cuenta propia o de tercero, realicen los siguientes movimientos: 
 


a) Salida o entrada en territorio nacional de medios de pago por importe 
igual o superior a 10.000 euros o su contravalor en moneda extranjera. 
b) Movimientos por territorio nacional de medios de pago por importe 
igual o superior a 100.000 euros o su contravalor en moneda extranjera. 


 
A estos efectos se entenderá por movimiento cualquier cambio de lugar o 
posición que se verifique en el exterior del domicilio del portador de los 
medios de pago. 
Se exceptúan de la obligación de declaración establecida en el presente 
artículo las personas físicas que actúen por cuenta de empresas que, 
debidamente autorizadas e inscritas por el Ministerio del Interior, ejerzan 
actividades de transporte profesional de fondos o medios de pago. 
 
 
Medios de pago (Art.34.2) 
 


a) El papel moneda y la moneda metálica, nacionales o extranjeros. 
b) Los cheques bancarios al portador denominados en cualquier moneda. 
c) Cualquier otro medio físico, incluidos los electrónicos, concebido para ser 
utilizado como medio de pago al portador. 


 
 
OBLIGACIÓN REAL DECLARACIÓN PREVIA (Art.34.3): 
 
En caso de salida o entrada en territorio nacional estarán asimismo sujetos a la 
obligación de declaración establecida en este artículo los movimientos por 
importe superior a 10.000 euros o su contravalor en moneda extranjera de 
efectos negociables al portador, incluidos instrumentos monetarios como los 
cheques de viaje, instrumentos negociables, incluidos cheques, pagarés y 
órdenes de pago, ya sean extendidos al portador, endosados sin restricción, 
extendidos a la orden de un beneficiario ficticio o en otra forma en virtud de 
la cual la titularidad de los mismos se transmita a la entrega, y los 
instrumentos incompletos, incluidos cheques, pagarés y órdenes de pago, 
firmados pero con omisión del nombre del beneficiario. 
 
 
CARACTERÍSTICAS DECLARACIÓN PREVIA: 
 







•  La obligación de declarar se entenderá incumplida cuando la información 
consignada sea incorrecta o incompleta. 


•  Se ajustará al modelo aprobado por Orden. 
•  Deberá contener datos veraces relativos al portador, propietario, 


destinatario, importe, naturaleza, procedencia, uso previsto, itinerario y 
modo de transporte de los medios de pago.  


•  Será firmado y presentado por la persona que transporte los medios de 
pago. 


•  Durante todo el movimiento los medios de pago deberán ir acompañados 
de la oportuna declaración debidamente diligenciada y ser transportados 
por la persona consignada como portador. 


 
 
CONTROL E INTERVENCIÓN de los medios de pago (Art.35): 
 
Los funcionarios aduaneros o policiales estarán facultados para controlar e 
inspeccionar a las personas físicas, sus equipajes y sus medios de transporte. 








OBLIGACIONES COMERCIO DE BIENES (Art.38) 
 
Las personas físicas o jurídicas que comercien profesionalmente con bienes 
quedarán sujetas, a las siguientes obligaciones, respecto de las transacciones 
en que los cobros o pagos se efectúen con los medios de pago mencionados y 
por importe superior a 15.000 euros, ya se realicen en una o en varias 
operaciones entre las que parezca existir algún tipo de conexión: 
 
Art.3. Identificación formal. 
Art.17. Examen especial. 
Art.18.Comunicación por indicio. 
Art.19. Abstención de ejecución. 
Art.21. Colaboración con la Comisión de Prevención  
Art.24. Prohibición de revelación. 
Art.25. Conservación de documentos. 
 
Las obligaciones podrán extenderse reglamentariamente 








OBLIGACIONES FUNDACIONES Y ASOCIACIONES (Art.39) 
 
Todas las fundaciones conservarán durante 10 años registros con la 
identificación de todas las personas que aporten o reciban a título gratuito 
fondos o recursos de la fundación (identificación formal y del titular real). 
También se aplica a asociaciones 








ENVIO DE DINERO (Art.41) 
 
En las operaciones de envío de dinero a que se refiere el art.2 de la Ley 
16/2009 de servicios de pago, las transferencias correspondientes deberán 
cursarse a través de cuentas abiertas en entidades de crédito, tanto en el país 
de destino de los fondos como en cualquier otro en el que operen los 
corresponsales en el extranjero o sistemas intermedios de compensación. Las 
entidades que presten servicios de envío de dinero sólo contratarán con 
corresponsales en el extranjero o sistemas intermedios de compensación que 
cuenten con métodos adecuados de liquidación de fondos y de prevención del 
blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo. 
 
En todo caso, el abono a los corresponsales que paguen a los beneficiarios de 
las transferencias se hará necesariamente en cuentas en entidades de crédito 
abiertas en el país en que se efectúe ese pago. 
 
En todo momento, las entidades a que se refiere este artículo deberán 
asegurar el seguimiento de la operación hasta su recepción por el beneficiario 
final, debiendo esta información ser facilitada de conformidad con lo previsto 
en el artículo 21. 
 
DF Séptima. Entrada en vigor: las obligaciones establecidas en el art.41 (envío 
de dinero) entrarán en vigor al año de la publicación de la presente Ley en el 
BOE (29-04-2011) 








RÉGIMEN SANCIONADOR (Capítulo VIII. Art.50 a 62) 
 
Se clasifican las infracciones en leves, graves o muy graves. 
 
Las infracciones muy graves y graves prescribirán a los 5 años, y las leves a los 
2 años, contados desde la fecha en que la infracción hubiera sido cometida. 
En el caso de incumplimiento de las obligaciones de diligencia debida el plazo 
de prescripción se contará desde la fecha de terminación de la relación de 
negocios, y en el de conservación de documentos desde la expiración del 
plazo de diez años.  
 
 
Las sanciones se graduarán en función de la cuantía  de la operación, 
consecuencias,… 
 
Tipos de sanción: amonestación pública, amonestación privada, multas (desde 
150.000 a 1.500.000 € para las muy graves, , de 60.001 a 150.000 para las 
graves y hasta 60.000 € para leves, suspensión o revocación autorización 
(graves o muy graves). 
 
La responsabilidad administrativa por infracción de la presente Ley será 
exigible aun cuando con posterioridad al incumplimiento el sujeto obligado 
hubiera cesado en su actividad o hubiera sido revocada su autorización 
administrativa para operar. 
 
En el caso de sociedades disueltas, los antiguos socios responderán 
solidariamente de las sanciones administrativas pecuniarias impuestas hasta el 
límite de lo que hubieran recibido como cuota de liquidación, sin perjuicio de 
la responsabilidad de los directivos, administradores o liquidadores. 
 
Las infracciones y sanciones establecidas en la presente Ley se entenderán sin 
perjuicio de las previstas en otras leyes y de las acciones y omisiones tipificadas 
como delito y de las penas previstas en el Código Penal y leyes penales 
especiales, salvo excepciones que se determinan.  
 
 
La incoación y, en su caso, el sobreseimiento de los procedimientos 
sancionadores a que hubiere lugar por la comisión de las infracciones previstas 
en esta Ley corresponderá al Comité Permanente, a propuesta de la Secretaría 
de la Comisión (Art.61.1) 
 
Régimen transitorio (DT Tercera Ley 10/2010): hasta la entrada en vigor de las 
disposiciones reglamentarias de la presente Ley, la competencia para incoar los 
procedimientos sancionadores continuará siendo ejercida por la Secretaría de 
la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias. 








LEYES MODIFICADAS 
 
• MODIFICACIÓN LEY 12/2003 DE PREVENCIÓN Y BLOQUEO DE LA 


FINANCIACIÓN DEL TERRORISMO (DF Primera): 
 
Cambio denominación: Ley 12/2003 de bloqueo de la financiación del 
terrorismo. 
 
Artículos modificados: 
 
Art.4. Personas y entidades obligadas. 
Las Administraciones Públicas y los sujetos a que se refiere el art.2 Ley 10/2010 
están obligados a colaborar con la Comisión de Vigilancia de Actividades de 
Financiación del Terrorismo. 
Se eliminan las medidas relativas a prevención  
 
 
 
 
 
 
Art.6. Supervisión y régimen sancionador. 
 
La competencia para proponer la imposición de sanciones por la comisión de 
las infracciones previstas en esta Ley corresponde al Ministro del Interior, y la 
competencia para sancionar, al Consejo de Ministros.» 
 
Art.9. Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo 
 
La Secretaría será desempeñada por la unidad orgánica, con rango al menos 
de subdirección general, de las existentes en el Ministerio del Interior, que 
reglamentariamente se determine. 
Corresponderá a la Secretaría, entre otras funciones, instruir los 
procedimientos sancionadores a que hubiere lugar por las infracciones de esta 
Ley, así como formular a la Comisión de Vigilancia la correspondiente 
propuesta de resolución. 
 
El cumplimiento de las obligaciones de información a que se refiere el artículo 
4 de esta Ley se hará a través de la Secretaría de la Comisión de Vigilancia. 
 
 
 
• MODIFICACIÓN LEY 19/2003 MOVIMIENTOS DE CAPITALES-TRANSACCIONES 


ECONÓMICAS CON EL EXTERIOR 
 







Cambio denominación: se eliminan las medidas de prevención del blanqueo de 
capitales. 
 
Procedimiento sancionador (Modif. Art.12.2) 
 
a) La competencia para la incoación e instrucción de los procedimientos 
sancionadores corresponderá a la Secretaría de la Comisión de Prevención del 
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias. 
b) La imposición de sanciones por infracciones muy graves corresponderá al 
Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de Economía y Hacienda. 
c) La imposición de sanciones por infracciones graves corresponderá al 
Ministro de Economía y Hacienda, a propuesta del Secretario de Estado de 
Economía. 
d) La imposición de sanciones por infracciones leves corresponderá al Director 
General del Tesoro y Política Financiera, a propuesta del instructor. 
 
 
 
 
 
 
•  MODIFICACIÓN LEY 35/2003 INSTITUCIONES INVERSION COLECTIVA 
 
Sociedades gestoras de IIC. Requisitos de acceso a la actividad (modif. Art.43.1 
j): contar con procedimientos para la prevención de la financiación del 
terrorismo. 
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Enlaces  
 
Nacionales: 
 
•  Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales 


(Sepblac)  
•  Banco de España :  
•  Dirección General del Tesoro: 
•  CNMV:  
•  Ministerio de economía:  
 
Internacionales: 
 
•  GAFI :  http://www.fatf-gafi.org  
•  Grupo de Acción Financiera del Caribe:  http://www.cfatf.org  
•  Grupo de Acción Financiera de Sudamérica:  http://www.gafisud.org  
•  Grupo Egmont:  http://www.egmontgroup.org  
•  Principios Grupo Wolfsberg: http://www.wolfsberg-principles.com 
 International Money Laundering Information Network: 
http://www.imolin.org   
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